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1. Organizaciones públicas, control y evaluación 

Toda organización está sometida a algtina forma de evalua-
ción de sus resultados. La supervivencia de las organizaciones 
es en sí misma una forma de evaluación positiva e indica que 
satisface alguna demanda o necesidad de sus potenciales clien-
tes, ya que de otro modo dejaría de existir. Esta afirmación encaja 
bastanté bien con la situación que viven las organizaciones pri-
vadas, que se mueven en el ámbito del mercado, pero parece 
mucho más dudosa referida a 14 organizaciones públicas pre-
cisamente por su alejamiento del mercado o, más precisamen-
te, porque su mercado, el mercado político, se rige por parámetros 
distintos que permiten la pervivencia de organizaciones más allá 
de su inmediata y aparente utilidad. 

Se podría objetar que también las organizaciones públicas 
están sometidas a ciertas pautas que, aunque distintas, no son 
por ello menos inexorables. El sistema político tiene sus propias 
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formas de evaluación y sanciona de diferentes maneras las uti-
lidades. Incluso se puede argiiir que Instituciones en apariencia 
obsoletas y a las que no cabe atribuir más funciones que la de re-
presentar un estado de cosas caduco, han demostrado tener un 
vigor y una raigambre inesperadas cuando han sido puestas en 
tela de juicio, demostrando con ello su capacidad para respon-
der a determinadas demandas, no por opacas menos impor-
tantes. Por este camino nos deslizaríamos en la distinción entre 
finalidades expresas u oficiales y finalidades latentes y entraría-
mos en una argumentación circular y tautológica que vendría 
poco menos que a resumirse en lo siguiente: toda organización 
por el hecho de existir cumple alguna función relevante para la 
comunidad. 

En cierta manera ésta ha venido siendo la filosofía en tiem-
pos de abundancia, cuando tanto el crecimiento como las arcas 
del Estado parecían ilimitadas, pero no es aceptable cuando com-
probamos que los recursos son escasos y es preciso establecer 
prioridades. Desde esta perspectiva es necesario conocer qué ha-
cen las organizaciones públicas y con qué recursos, para poder 
asignar usos alternativos a nuestros medios. 

Así planteadas las cosas podríamos pasarnos al otro extre-
mo, pecando de un racionalismo ingenuo, al suponer que la 
asignación de recursos se hace fundamentalmente con arreglo 
a precisos cálculos coste-beneficio y no mediante complejos pro-
cesos de negociación y regateo entre grupos con intereses, valo-
res y aspiraciones diferentes, de cuya transación emergen los 
objetivos públicos. 

La proliferación de sistemas de control, formas de evalua-
ción y procesos de modernización, tienen como horizonte común 
esa búsqueda de mejora de las utilidades públicas no sólo en 
los medios sino induso en los objetivos. Por ello parece oportuno 
dar un breve repaso a los instrumentos de que hoy se vale el sec-
tor público para incrementar su capacidad de alcanzar objeti-
vos en condiciones de escasez, lo que nos permitirá desbrozar 
el camino para abordar algunos de los problemas que plantea la 
evaluación de servicios públicos. 

2. Control administrativo y control de gestión 

a. El control administrativo 

Todas las organizaciones públicas cuentan con sistemas de 
regulación o control que permitan garantizar su supervivencia, 
tanto más cuanto las leyes del mercado no actúan como ele- 
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1  1987 L'evaluation dymarnique 
des organisations publiques, París, 
Les éditions d'organisatión, p. 
67.  

mentos reguladores. Monnier 1  (1987, p. 67) ha puesto de re-
lieve la similitud entre modos de organización y formas de con-
trol dentro de los que sitúa, como una forma particular de los 
mismos, la evaluación. 

Al modo burocrático de organización corresponderían cier-
tas características señaladas por la débil innovación en la orga-
nización del trabajo y en las prácticas administrativas, actividades 
determinadas fundamentalmente por el respeto a las normas, 
la ausencia de discusión sobre los objetivos y, en fin, aquel mo-
do de recompensa y gratificación que, recordando la clásica des-
cripción weberiana, descansa más en la pertenencia a una 
organización y el estatus alcanzado que en el trabajo efectiva-
mente desarrollado. 

Los dispositivos de control tienden a reproducir el modelo 
y, respecto de la evaluación, tienen preferencia por la evaluación 
a posteriori (disociación entre el tiempo de la acción y el de la 
evaluación) y por la auto-prescipción de la evaluación. 

Caracteriza al modo tecnocrático de organización la existen-
cia de diferentes lógicas (lógica financiera, lógica administrati-
va, lógica contable, lógica jurídica) que funcionan según una 
racionalidad propia, independientes las unas de las otras, y bus-
cando imponer sus propios puntos de vista y sus objetivos. 

En cuanto a los mecanismos de control presentan caracte-
rísticas similares de multiplicidad, independencia y racionali-
dad limitada y lineal. 

Si en el modelo burocrático el contexto o se ignora o es irre-
levante, el técnocrático no es mucho más capaz para tomar en 
cuenta la complejidad del medio social y organizacional. 

El modelo tecnocrático no supone la eliminación de los con-
troles y las formas de evaluación burocráticos, que pueden con-
vivir con otros distintos. Cada uno de ellos aspira a dar cuenta 
de una problemática específica y persigue objetivos diferencia-
dos, que condicionan sus útiles característicos y su racionalidad 
particular, pero actuando en compartimentos estancos perfec-
tamente delimitados e impermeabilizados de los demás. 

Que todas las organizaciones dispongan de un sistema de 
control, y alguna forma de evaluación de resultados, no signifi-
ca que pueda asimilarse evaluación y control, aunque sí hay una 
cierta correlación entre el tipo de organización, el sistema o sis-
temas de control y la evaluación o los tipos de evaluación. 

La evaluación y el control tienen en común la referencia a 
un sistema de valores preestablecido con arreglo al cual se emi-
te un juicio de valor acerca de los fines o los medios de las or- 
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REGAPE ganizaciones. A partir de ahí comienzan las diferencias, que se po-
nen especialmente de manifiesto al considerar los sistemas de 
legitimidad sobre la que descansan. 

Sin embargo la frontera entre uno y otro no siempre es níti-
da, pues, como tendremos ocasión de ver, hay formas de eva-
luación que se asemejan a una actividad controladora y formas 
de control próximos a cierto tipo de evaluaciones. 

Esto no obsta para que habitualmente tendamos a identifi-
car el control con la actividad tradicional de las Administracio-
nes Públicas, fundamentalmente centrada en verificar la legalidad 
y regularidad de los servicios, que se extiende al control de opor-
tunidad en los entes tutelados, y que tiene su expresión en las 
correspondientes formas de control (en las que asumen un pro-
tagonismo decisivo los controles financiero-contables). 

b. El control de la gestión 

Desde el punto de vista organizativo la función de control 
es una actividad típicamente directiva que se desarrolla en dife-
rentes momentos, con distintas finalidades u objetivos, y con 
una multiplicidad de instrumentos y técnicas que dan lugar a 
otros tantos tipos de control. 

En una primera aproximación podemos distinguir entre con-
trol administrativo -los mentados controles de legalidad y fi-
nanciero-contables- y control de gestión, que tiene por objeto 
conocer y valorar la actividad administrativa realizada y sus re-

sultados" (Canales, 1995, p. 7). El control de gestión desplaza el 
acento de los medios a los fines y los resultados. "Las cuentas 
dejan de ser meros comprobantes de registros numéricos, para con-
vertirse en un instrumento de análisis para examinar el criterio 
y modo de asignación de recursos, su utilización y resultados". 
(ibid., p. 8) Los controles típicos pasarán a ser la contabilidad 
analítica y los indicadores de gestión. 

Un paso más en los sistemas de control, estrechamente vin-
culado con las modernas orientaciones de gestión pública, lo 
constituye el control de gestión estratégico, en donde los indi-
cadores y las actividades previstas tiene una pretensión más glo-
bal, estrechamente vinculada con ciertas nociones de mejora y 
cambio organizacional. 

La enumeración de las formas de control que antecede -con-
trol administrativo, control de gestión, control estratégico- pue-
de haber sugerido una cierta graduación, de menos a más, e 
incluso una cierta valoración, de menor a mayor, que debe ma-
tizarse con dos tipos de consideraciones. En primer lugar, la ya 
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ESTUDIOS expuesta relativa a los diferentes objetivos, finalidades, y siste-
mas de valor que presiden cada uno de ellos y que atienden a 
necesidades políticas y organizativas distintas. 

La segunda, permite llamar la atención sobre el hecho de que 
en las Administraciones occidentales se ha producido una evo-
lución concomitante con dichas formas de control, pasando des-
de Administraciones estables y rutinarias, de dimensiones 
reducidas, a otras que constituyen auténticos complejos orga-
nizativos volcados en la prestación de servicios a la población y 
cuya supervivencia está condicionada, en buena medida, a su 
capacidad para obtener resultados. 

El análisis de la tipología moderna del control administrati-
vo lleva a Eveno (1984, p. 214) a distinguir cuatro niveles. 

nivel 1. Controles de regularidad/honestidad-probidad 
Caracterizados por la búsqueda de las desviaciones, los ac-

tos fraudulentos, tanto en el manejo de fondos (clásico) como 
en las operaciones informáticas (reciente). Empleo de técnicas 
de verificación por sondeo, controles imprevistos, etc. 

nivel 2. Controles de regularidad/respeto a las instruccio-
nes y las reglas 
Examen de las condiciones en las que los servicios tutelados 

ejecutan las instrucciones, las circulares, los reglamentos. Apre-
ciación de la distancia entre el derecho y el hecho que, even-
tualmente, da lugar a una apreciación crítica de las decisiones 
administrativas centrales. 

nivel 3. Controles de eficacia/control de gestión 
Esta forma de control administrativo responde a la siguien-

te pregunta: tal organismo, tal servicio, ¿están bien o mal ges-
tionados? De aquí la puesta en práctica de técnicas de gestión, de 
análisis de costes en relación con los servicios proporcionados, 
de juicios sobre gastos/rendimientos, y sobre la disposición in-
terna de recursos. Se está próximo al control de eficacia de una 
empresa industrial. 

Esta apreciación sobre la calidad de la gestión puede servir 
para hacer una evaluación general de la utilidad colectiva del or-
ganismo. 

Esta tercera categoría comienza a aproximarse a la noción de 
evaluación de las políticas públicas. 

nivel 4. Controles de eficacia colectiva/utilidad social 
La pregunta a la que respondería este tipo de control gira en 

torno a la adecuación entre una finalidad y sus resultados reales, 
la adecuación entre la meta visible y la meta alcanzada. 
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A este nivel, el control administrativo se plantea las mismas 
cuestiones que las que constituyen la problemática de la eva-
luación de políticas públicas. 

Aún admitiendo que en este último nivel pueden plantearse 
similares problemas que en la evaluación, Eveno se pregunta si 
las aborda de manera conveniente. Al constatar que esta apro-
ximación se combina con trabajos de control de factura clásica 
(niveles dos y tres) concluye que el control de tipo cuatro es, lo 
más a menudo, un subproducto de los controles clásicos (ibid., 
p. 216). 

Conviene, por tanto, preguntarnos a qué nos estamos refi-
riendo cuando hablamos de evaluación y cuales son sus carac-
terísticas esenciales. 

REGAPIII 

3. La evaluación de programas 

Evaluar, según Alvira (1991, p. 10), es emitir juicios de valor, 
adjudicar valor o mérito a un programa/intervención, basándose 
en información empírica recogida sistemática y rigurosamente. En 
la misma línea Meny y Thoenig (1992, p. 194) señalan que eva-
luar "consiste en identificar y medir los efectos propios de una 
acción", para añadir inmediatamente que las ciencias sociales no 
son unánimes a la hora de determinar en qué consiste o debe 
consistir una evaluación. Más laxa es la propuesta de Nioche y 
Poinsard (1984, p. 5) que estiman que "evaluer une politique 
c'est s'efforcer d'apprecier de fnon valide ses effects réels". 

En lo que parece haber un cierto acuerdo en la bibliograría es-
pecializada es en subrayar la importancia de contar con una me-
todología apropiada para la recogida sistemática y rigurosa de 
información. 

Como en otros aspectos relacionados con el campo de las po-
líticas públicas, los métodos no son en sí excluyentes entre ellos, 
sino más bien complementarios o alternativos. Los modelos o 
perspectivas, como prefiere llamarlos Alvira, vienen condiciona-
dos por los objetivos que persiga la evaluación o, más exacta-
mente, la delimitación de qué preguntas quieren verse contesta-
das, además de por otras consideraciones más pragmáticas -los 
medios y el tiempo disponible- pero no menos pertinentes. 

Los objetivos de la evaluación son el punto de partida que 
permiten a Monnier (1987, p. 102) ordenar las diferentes apro-
ximaciones o modelos de evaluación en cinco grandes rúbricas, 
que recogen prácticamente la totalidad de los métodos que hoy 
se emplean en la evaluación de las políticas públicas 2 . La am- 

2  No podemos dar cuenta aquí 
de la amplia problemática de la 
evaluación de programas, que 
por sí sola merece un tratamiento 
singularizado. 

Nos remitimos a la sugerente 
y ya clásica ordenación de MON-
NIER que, sólo a título indicativo, 
resumiremos como sigue: 1. 
Aproximación por los objectivos 
oficiales; 2. Aproximación por la 
puesta en práctica de un pro-
grama; 3. Aproximación por los 
efectos; 4. Aproximación por los 
procesos; 5. Aproximación por 
los actores sociales. 
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STUDIOS plitud de métodos desarrollados tiene que ver con dos carácte-
rísticas dificultades con que se enfrenta la evaluación de pro-
gramas. Me refiero a que tanto los objetivos como los resultados 
de la acción pública distan de tener una consistencia objetiva 
propia. Los gestores, los evaluadores, los ciudadanos, pueden 
atribuirles un valor diferente más allá de las declaraciones ofi-
ciales sobre las finalidades o los resultados de un programa. 

Cada uno de los tipos de evaluación señalados tienen no so-
lo unas pretensiones u objetivos diferenciados, que tienen que 
ver con el uso que se pretenda derivar de los mismos, sino unos 
actores, destinatarios, y utilidades distintos, sin entrar en los pro-
blemas metodológicos y técnicos que cada uno plantea. 

Pero al margen de la problemática peculiar que correspon-
de al campo de la evaluación de programas, el abanico de técnicas 
empleado no impide reconocer que la utilización de ciertas téc-
nicas no es privativa ni de una forma de control administrativo 
ni de un método de evaluación determinado. Al contrario, cier-
tos instmmentos técnicos característicos de una forma u otra de 
evaluación y control pueden ser empleados dentro de contex-
tos y con objetivos distintos. Las técnicas no ofrecen por sí mis-
mas ninguna garantía que permita asegurar resultados de una u 
otra índole, aunque una desafortunada utilización de los recur-
sos técnicos puede invalidar cualquier proceso de evaluación. 

Como ya se ha apuntado respecto de los niveles de control, 
la ordenación de los modelos de evaluación también sugieren una 
cierta graduación en complejidad y en pretensiones de explica-
ción, aunque no necesariamente en bondad. Por otra parte, con-
vendría insistir en la frontera relativamente fluida que se establece 
entre unas y otras. 

4. Evaluación y control 

Si descartamos las formas más clásicas del control adminis-
trativo -el control de la legalidad y los financieros contables- y 
las más sofisticadas de la evaluación de programas, podemos 
encontrar un amplio campo de coincidencias especialmente pro-
pensas al equívoco por la similitud semántica de algunas de sus 
técnicas. 

La evaluación de políticas trata de medir los efectos o im-
pactos de los programas puestos en marcha. Estos efectos pue-
den ser los esperados u oficiales, los realmente producidos, o 
cualquier otro efecto beneficioso para la comunidad, siempre y 
cuando el impacto pueda imputarse claramente a dicho pro-
grama y no a cualquier otro. 
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REGAPE La evaluación por los efectos tiene un inconveniente impor-
tante y es que la medición de éstos no explica por qué se han 
producido desviaciones o diferencias sensibles entre las metas 
fijadas y las alcanzadas. Estudiar las diferencias de resultados es 
importante, según Alvira (1991, p. 53), "pero al no haber reali-
zado una mínima evaluación de la implementación resulta di-
fícil interpretar las diferencias y, desde luego, las no diferencias", 
de tal forma que, desde el punto de vista metodológico, no hay 
otra opción que situar la evaluación de la implementación "co-
mo una precondición de la evaluación de resultados". 

En la evaluación por los efectos, la gestión interna de los pro-
cesos que conduce a obtener ciertos resultados, es relativamente 
indiferente. La gestión se contempla fundamentalmente como 
una actividad intermediaria que sólo tiene importancia en rela-
ción con su capacidad para producir resultados. Por el contrario, 
en la evaluación de la implementación, o de los procesos, son 
los medios y por tanto la gestión de los programas el objeto de 
atención. De ahí que ciertos instrumentos propios de la gestión 
pública pasen a considerarse indicadores en la evaluación. 

Las características que normalmente se atribuye a la evalua-
ción, (exterioridad, puntualidad, impacto en la población, re-
formulación de políticas públicas, interés político) ni se dan en 
todo tipo de evaluaciones, ni estan totalmente ausentes del con-
trol de gestión. La exterioridad, por ejemplo, no se da en las eva-
luaciones pluralistas. El carácter puntual de las evaluaciones no 
es tampoco una condición inexcusable y la mayor parte de las ve-
ces, como ha señalado Ysander (1984, p. 62), los criterios de la 
evaluación de políticas más parecen evaluaciones de eficacia de 
la gestión. La reformulación de políticas no sólo no es una con-
dición de los procesos evaluadores sino que más bien puede afir-
marse, con Jenkins y Gray (1994, p. 51), lo contrario; hay evi-
dencia suficiente para poder afirmar que los objetivos de las 
políticas no son revisados por la actividad evaluatoria. 

El interés por el impacto en la población de determinados 
programas va siendo cada día una actitud más extendida entre 
los gestores públicos. El esfuerzo por situar al cliente en el cen-
tro de la actividad pública es un rasgo característico de la mo-
dernización de las administraciones públicas. Tampoco puede 
considerarse al gestor un individuo profesionalmente alejado 
de la política, o al menos tan elejado como el evaluador pueda 
estarlo. 

Estas coincidencias o, mejor dicho, similitudes, no pueden 
oscurecer el hecho de que gestionar y evaluar no son la misma 
cosa, pero tienen la virtud de llamarnos la atención sobre un as- 
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STUDIOS pecto importante: la incorporación creciente de instrumentos 
de medición en las organizaciones públicas según el principio de 
que no puede mejorar aquello que no se mide. 

En el caso de la gestión, se trata de medir la rentabilidad de 
las organizaciones públicas, su eficacia y eficiencia. En el caso 
de la evaluación de programas o políticas, los efectos o impac-
tos de dichos productos sobre la población. Incluso en el caso de 
la evaluación de la implementación se trata de averiguar cómo 
funciona un programa, si hay diferencias, y cuales, entre el fun-
cionamiento real y el previsto. Esto puede ser de gran interés pa-
ra el gestor público y proporcionarle una información muy 
valiosa para su trabajo. Lo contrario también es cierto, los indi-
cadores de gestión pueden favorecer el proceso de evaluación 
de las políticas. Pero los puntos de vista de unos y otros, sus pre-
ocupaciones fundamentales, giran básicamente sobre cuestio-
nes distintas, aunque enlazadas por un teritorio común. 

Si bien sólo la generalización de la práctica de la evaluación 
de políticas públicas permite dar cuenta de la creación de valor 
generado por la acción pública (Mendoza, 1990, p. 280), es a 
través de la mejora organizacional y de la modernización de la 
gestión pública que puede incrementarse ese valor. 

5. Gestión Pública y management 

Quedaría por resolver una última cuestión en orden a nues-
tro propósito de situar las distintas piezas del complicado puz-
le que hoy compone el ámbito de la gestión pública. Sin 
compartir en todos sus términos la visión de Pollit (1993, p. 23) 
acerca de que el gerencialismo "agrupa un conjunto de creen-
cias y prácticas, en cuyo núcleo se sustenta la hípotesis... de que 
una mejor gestión proporciona una mayor efectividad a la ho-
ra de abordar un amplio abanico de problemas económicos y 
sociales", es preciso reconocer que el management "has been 
used in so many different contexts and with so many conflicting 
definitions that it is difficult to indicate any general definition. 
The confusión abaut the concept increases when the prefix "pu-
blic" is added" (Kooiman, 1987, p. 7). Definir, por tanto, el ma-
nagemet público o gerencialismo probablemente nos metería 
en un callejón sin salida, dada la variedad de escuelas, tenden-
cias y orientaciones que lo caracterizan. 

Por esto parece más pertinente señalar aquellos aspectos que 
constituyen el núcleo esencial del management, los parámetros 
en los que se mueve, especialmente con vistas a serialar aque-
llos rasgos que resultan especialmente idóneos para su aplica- 
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ción en el sector público y aquellos que, por el contrario, son 
de difícil acomodación. A grandes trazos las ideas principales 
del management se sustentan en tres afirmaciones: 

a) El gerencialismo es especialmente idóneo en la prosecución 
de objetivos en condiciones de escasez de recursos. 
b) La fijación de objetivos claros y el compromiso de los di-
rectivos o gerentes para lograr resultados (eficacia) implica 
la asunción de responsabilidad por los mismos, y 
c) La innovación en los procesos y cierta libertad para ma-
nejar los recursos es inseparable de la reducción de costes 
(eficiencia). 

El gerencialismo público está basado en la introducción en 
el sector público de técnicas y orientaciones propias de la em-
presa privada. Pero así como la empresa se agota en sí misma y 
en sus resultados financieros, el sector público se justifica por su 
capacidad para proporcionar servicios a la ciudadanía. Admi-
tiendo la clasificación de Laufer y Burlaud (1998, p. 402) entre 
objetivos explícitos y objetivos implícitos (que generalmente son 
objetivos internos), puede decirse que estos predominan en la 
empresa privada con fines lucrativos. "Los "outputs" son los me-
dios que hacen posible el logro de estos objetivos. La empresa 
privada intenta lograr en los diferentes mercados en que opera 
posiciones que le permitan consolidar su existencia, su seguri-
dad y su crecimiento". 

Ofrecer bienes y servicios supone, por el contrario, la bús-
queda del mínimo coste y no del máximo beneficio y es, por 
tanto, la capacidad del management para incidir en este aspec-
to lo que ha abonado su predicamento en las tareas de gestión 
del sector público. En la misma línea Metcalfe y Richards (1989, 
p. 68) reconocen que el management aparece "donde faltan re-
cursos", para ariadir seguidamente que si el management en ge-
neral implica conseguir que se hagan las cosas mediante otros, 
el management público implica conseguir las cosas mediante 
otras organizaciones. 

Para estos autores resulta especialmente interesante diferen-
ciar el management del control, con el que a menudo se le con-
funde, por lo que, recogiendo los puntos de vista de Landau y 
Stout, serialan que las técnicas de control son válidas en situaciones 
donde la acción puede determinar los resultados. 

El management entra en juego cuando se necesitan respues-
tas no rutinarias, en donde las acciones se ajustan y las respues-
tas se improvisan para tener en cuenta las circunstancias cam-
biantes y retroalimentar la actuación anterior. 

REGAP 
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STUDIOS El control se relaciona con la eficiencia y con la conciencia 
de coste más que con la flexibilidad. Las técnicas de control su-
ponen un mayor grado de estabilidad de la que frecuentemen-
te se encuentra en la atmósfera políticamente cargada del 
management público. 

La eficacia del management o del control requiere ciertas con-
diciones de implantación, aunque la confianza que cada una 
merece, en cuanto a la posibilidad de obtener mejoras en las or-
ganizaciones públicas, es bastante diferente. En concreto, las téc-
nicas de control ofrecen "una base muy estrecha" para mejorar 
la actividad del sector público. Esa diferente valoración está vin-
culada también a la capacidad del management público para es-
tablecer las condiciones para que las técnicas de control puedan 
funcionar. 

6. La Dirección Participativa por Objetivos (DPO) 

Una de las técnicas de control de gestión más difundidas es la 
Dirección Participativa por Objetivos. Al igual que otras muchas 
técnicas que hoy se utilizan comunmente en el sector público la 
DPO o "control por autocontrol" (Drucker, 1954) se desarroló 
inicialmente en la empresa privada como una herramienta de 
dirección y descentralización de responsabilidades que se hizo 
popular en los arios sesenta. Prácticamente no hay manual de 
gestión o administración posterior a esa fecha que no trate la 
DPO como un medio al mismo tiempo de hacer operativos los 
objetivos organizaciones y de lograr la implicación de sus em-
pleados en ellos. Unos acentúan la utilidad de la DPO para al-
canzar resultados y valorar objetivamente el desempeño, otros 
resaltan los aspectos motivacionales y de responsabilidad; en de-
finitiva, la planificación y la comprobación que es la clave para 
alcanzar resultados útiles (Koontz / O'Donnel, 1976, p. 182). 

A menudo el jefe y su subordinado perciben de manera di-
ferente el trabajo que debe realizar éste; con la DPO es posible 
resolver los malentendidos y la falta de comunicación sin recu-
rrir a "la crisis", además de permitir una concepción de la orga-
nización más global e integrada en la secuencia fines-medios. 
Ello permite integrar mejor los objetivos individuales y los de la 
organización y mejorar la utilización de los recursos humanos. 

Hace tiempo que la DPO se aplica en las organizaciones pú-
blicas. Sin embargo, su utilización generalizada en los servicios 
centrales de las Administraciones públicas tropieza con algunos 
obstáculos que, dejando de lado la dificultad, a ciertos niveles, 
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para establecer objetivos operativos, se concentran fundamen-
talmente en tomo a dos cuestiones: el presupuesto y el régimen 
jurídico de la función pública. 

La implantación de la DPO choca, como se acaba de decir, 
con las constricciones del marco presupuestario.La DPO descansa 
en gran medida en el análisis de las desviaciones (Laufer y Bur-
laud, 1989). Pero así como en la empresa privada las desviacio-
nes, cuando son favorables, deben estimularse, en el sector 
público la meta es obtener una desviación nula. Los directivos pú-
blicos deben trabajar con partidas presupuestarias cerradas tra-
tando de lograr la mayor eficiencia (el máximo de servicio al 
menor coste) (Zapico, 1991). 

El estatuto de los funcionarios públicos limita, por otra par-
te, la capacidad de los directivos para negociar objetivos con sus 
empleados. Si bien es posible, dentro de ciertos márgenes, dotar 
a las distintas unidades de cierto grado de autonomía y respon-
sabilidad, clarificar las tareas, y establecer niveles de actividad, el 
estatuto de los funcionarios restringe severamente tanto el régi-
men de incentivos como las penalizaciones que pueden emple-
arse. Perdsin un sistema de recompensas que premie la actividad 
o el desempeño es difícil inducir niveles mayores de producti-
vidad. 

REGAPI 

7. Control de gestión y evaluación del rendimiento 

Casi todos los procesos administrativos y las técnicas con-
cretas están relacionados directa o indirectamente con el con-
trol (Luthans, 1980, p. 152). La evaluación del rendimiento es 
una técnica de control de la gestión que normalmente va aso-
ciada a la DPO, aunque puede utilizarse, y se utiliza, en otros sis-
temas de control (presupuesto por programas o SPSS, análisis 
coste-beneficio, análisis de redes). 

La evaluación del rendimiento en el sector público es hoy 
una técnica ampliamente utilizada en las Administraciones Pú-
blicas de los países de la OCDE y tiene que ver con la mejora en 
la gestión y con la responsabilización y motivación de los em-
pleados públicos. Por ello el Acuerdo entre la Administración y 
los Sindicatos (de 1991) 3  entendía que "un sistema de evaluación 
del desempeño, que prime el mayor y mejor rendimiento en el 
puesto de trabajo es un factor necesario para la profesionaliza-
ción de la Administración". 

La evaluación del rendimiento es un proceso sistemático y 
periódico de estimación cualitativa y cuantitativa del grado de efi- 

 

3  El Acuerdo Administración-
Sindicatos para el período 1995- 
1997 sobre condiciones de tra-
bajo en la Función Pública recoge 
en el capítulo VII la evaluación 
del cumplimiento en el ámbito 
de los proyectos o programas que 
se elaboren "para aumentar la 
calidad de los servicios públicos 
que presten o de las funciones 
que desarrollen, para aumentar 
la eficiencia y, especialmente para 
lograr una mejor utilización de 
los recursos humanos". 
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ESTUDIOS ciencia con que las personas llevan a cabo las actividades, co-
metidos y responsabilidades de los puestos que desempeñan 4 . 
La evaluación del desempeño es un concepto dinámico (Chia-
venato, 1998, p. 300) ya que los empleados son siempre eva-
luados, bien sea formal o informalmente, con cierta continuidad 
por las organizaciones. 

Pero así como en las organizaciones pequeñas no es preciso 
recurrir a métodos sofisticados, ya que el gerente o director pue-
de conocer a todo el personal y apreciar su rendimiento y posi-
bilidades, en las organizaciones complejas, por el contrario, es 
preciso recurrir a otras fórmulas para obtener la información ne-
cesaria. En las primeras, la proximidad suple la información es-
tandarizada a que hay que acudir en las segundas, lo que plantea, 
especialmente en este último caso, la necesidad de reducir el 
margen de subjetividad que siempre es posible encontrar en to-
da relación humana, y de estimular a las personas. Es un hecho 
constatado que todo el mundo desea obtener una evaluación 
positiva sobre su trabajo y se esforzará en mejorarla si conoce 
los aspectos que inciden en su evaluación. 

Existen múltiples métodos para evaluar el rendimiento. Si-
guiendo a Chiavento (1988, p. 309) podemos clasificarlas en: 

a) Medidas objetivas 
Ausentismo 
Productividad 

b) Medidas subjetivas 
Escalas gráficas 
Lista de verificación 
Escala de elección forzada 
Escalas de incidentes críticos 
Método de clasificación 
Método de distribución forzada 

 

c) Simulaciones 
Ejercicios de colocación 

Esta misma clasificación permite intuir las dificultades para 
encontrar un sistema que satisfaga a todas las organizaciones. 
Todos ellos presentan ciertas ventajas y limitaciones específicas, 
por lo que no puede hablarse de un método mejor sino más o 
menos adaptado. 

La mayor parte de las organizaciones optan por establecer 
sistemas mixtos de evaluación en los que se combinan elemen-
tos objetivos (resultados obtenidos por la persona en el puesto 
de trabajo) y actitudinales. 

4  Manual de evaluación del de-
semperio de los puestos de trabajo, 
1992, MAP, Madrid, p. 11. 
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Sin embargo, la evaluación del rendimiento y el sistema de 
DPO que se está implantando en nuestro país, tropieza con cier-
to número de dificultades. Algunas de ellas tienen que ver con las 
limitaciones técnicas del propio sistema. Otras, con las caracte-
rísticas peculiares del sector público y, por tanto, donde es pre-
ciso aprender de las experiencias ajenas. Finalmente, habría que 
considerar las particulares limitaciones y deficiencias de nues-
tras organizaciones públicas. 

A la dificultad de establecer objetivos claros y mesurables en 
las Administraciones públicas se une, como seriala Osborne 
(1994, p. 229), un inconveniente adicional que estriba en que 
raramente los objetivos tienen algo que ver con los resultados 
decisivos de las organizaciones, esto es, la cantidad, la calidad y 
el coste de sus servicios. La necesidad de fijar objetivos puede 
llevar a establecer metas irrelevantes o artificiales, sin verdadera 
conexión con los problemas reales de los centros de gestión. 

En muchas organizaciones solo un pequeño porcentaje de 
los problemas tiene como causa los trabajadores o los gestores 
implicados. La mayor parte 5  proviene de los sistemas más am-
plios en los que la gente trabaja. La remuneración por rendi-
mientos ofrece un incentivo para mejorar la productividad, pero 
no da al mismo tiempo la autoridad ni los instrumentos con los 
cuales cambiar los sistemas que subyacen a los problemas (ibid., 
p. 233). 

El conflicto de intereses implícito en toda organización tie-
ne, en nuestro caso particular, tres referentes que incorporan sus 
propias racionalidades y una visión determinada de los servi-
cios públicos: 

los políticos, a quienes corresponde en última instancia la 
responsabilidad por las actuaciones de las organizaciones 
públicas, 

los gestores, que son los encargados de traducir a términos 
operativos las metas organizativas, 

los prestatarios, que son los que de una manera más in-
mediata entran en contacto con el público. 
Cada sector tine sus propias percepciones tanto de lo que es 

el servicio como de la contribución de sus miembros al objeti-
vo final, por lo que la negociación y el diálogo no sólo tiene co-
mo misión definir ciertos estandares de actividad, sino llegar a 
ciertos acuerdos básicos sobre intereses, es decir, sobre los ob-
jetivos y las condiciones del servicio. 

El problema no estriba únicamente en establecer objetivos 
o metas de resultados, sino en cómo retribuir la contribución 
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El 85%, según OSBORNE. 
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STUDIOS de cada uno a los objetivos establecidos. Uno de los sistemas 
más utilizados es la retribución con arreglo al rendimiento. Los 
directivos públicos saben que este tipo de sistemas pueden de-
generar en subjetividad y favoritismo por lo que, para evitar es-
te problema, tienden a compensar a todos los de una misma 
categoría con incentivos similares (recordemos lo que ha pasa-
do entre nosotros con el complemento de productividad). Una 
alternativa a estos inconvenientes puede encontrarse recom-
pensando más bien a grupos o unidades que a individuos so-
bre la base de que las recompensas individuales generan efectos 
perversos, pues alientan a la gente a acaparar información, com-
petir los unos con los otros, y poner los objetivos al servicio del 
progreso o la carrera personal. Las recompensas a los grupos, 
por el contrario, estimulan a compartir la información y a trabajar 
en equipo, pero tienden a establecer niveles de productividad 
inferiores a los que realmente sería posible conseguir con pri-
mas individualizadas. Es por ello que algunas instituciones han 
llegado a la conclusión de que lo que mejor funciona son las 
combinaciones de incentivos personales e incentivos grupales. 

El equilibrio de poder existente en toda organización buro-
crática puede verse afectada por cualquier intervención que in-
cida sobre las reglas de comportamiento o los parámetros de 
valor aceptados. La evaluación del rendimiento no escapa a es-
ta norma. Los directivos de las organizaciones públicas apren-
den con el tiempo que la mayor penalización no procede tanto 
de unos resultados escasos, cuanto de generar tensiones o de 
que surjan escándalos. Por ello pueden preferir rendimientos 
menores a cambio de un clima laboral descargado de tensiones. 
La introducción de la DPO y de la evaluación del rendimiento 
exige romper con estas pautas de comportamiento, lo que equi-
vale a decir, cambios importantes en la cultura organizativa y en 
los criterios de valor. 

Además de estas complejidades las organizaciones públicas 
tienen ciertas rigideces que representan otros tantos obstáculos 
a la implantación de sistemas profesionalizados. Uno de los más 
citados es la difícil separación entre política y administración. 
Sería preciso reformular esta cuestión en términos menos con-
vencionales, o más precisos (Olias de Lima, 1995), ya que ade-
más de ser un desideratum de difícil realización práctica, la evo-
lución de las Administraciones Públicas en los últimos tiempos 
la desmiente con rotundidad. Si cabe, de lo que podría hablar-
se es de un mejor entendimiento entre política y administra-
ción, de colaboración, de respeto a las exigencias prácticas de 
unos y otros. 
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REGAPM A la dificultad inherente en el sector público por la diversidad 
de organizaciones, fines y servicios, que exigen un proceso adap-
tativo particular de cada una de ellas, debe añadirse la tenden-
cia a la unifonnidad que se apreda en multiples campos, heredera 
todavía del principio de que difererencia es sinónimo de privi-
legio. 

Internamente nuestras Administraciones no son un ejemplo 
de racionalidad. La distribución de competencias, tareas y fun-
ciones dista de atenerse a reglas elementales y, con gran fre-
cuencia, se apoya en criterios informales, propensos, por lo 
mismo, a la inestabilidad y la irresponsabilidad. La provisiona-
lidad y la improvisación suplen a la planificación y la previsión. 
La fragilidad organizativa se pone de manifiesto en la dificultad 
de responder a cualquier alteración de la demanda o del entor-
no. La asignación de recursos tampoco se atiene a criterios ope-
rativos. Además de la insuficiente dotación en medios técnicos, 
singularmente de técnologias de información y comunicación, 
en las que se viene haciendo un esfuerzo importante, los me-
dios existentes no se aprovechan adecuadamente, bien por ca-
rencias relacionadas con la formación de los recursos humanos, 
bien por el escaso hábito de coordinación entre las organiza-
ciones. 

Mención aparte merece la cultura administrativa de nuestras 
Administraciones Públicas. El comentario más ponderado que 
se puede hacer es que nos encontramos en un momento de tran-
sición. 

Es notorio que la transición política dejó intactas las gran-
des normas del franquismo en lo referente a las Administracio-
nes Públicas. La importante quiebra que supuso la creación de 
las Comunidades Autónomas no fué aprovechada para innovar 
en su funcionamiento interno, reproduciendo, con escasas ex-
cepciones, los hábitos y las carencias de las estructuras centra-
les. La reforma administrativa que inagura la Ley de Medidas de 
1984, no sin grandes vacilaciones y rectificaciones, se puso en 
marcha sin contar con los funcionarios, ni con otras fuerzas po-
líticas o sociales Aunque este último aspecto ha sido rectificado 
en ocasiones posteriores, subsiste sin demásiado concierto el 
modelo burocrático tradicional y medidas de orientación más 
modernizadoras. 

En este contexto huelga decir que los empleados públicos no 
están formados ni incentivados para orientarse hacia la pro-
ductividad. A pesar de ello, el estudio Ilevado a cabo por M. Bel-
tran sobre la productividad de nuestras organizaciones públicas 
(Beltran, 1990) ha mostrado que, pese a todo, nuestras Admi- 
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ESTUDIOS nistraciones funcionan con un grado de eficiencia sorprenden-
te -en algunos aspectos por encima de la media de nuestros con-
vecinos europeos-. Aunque se trate de una conclusión que hay 
que matizar debidamente, como el propio Beltran lo hace, de-
bemos retener para nuestro tema algunas observaciones. En pri-
mer lugar, que la productividad está relacionada con la eficiencia 
pero que no mide la eficacia, esto es, los resultados, el nivel de 
servicios prestados a los población. En segundo lugar, que en 
los países más desarrollados la participación de los servicios pú-
blicos en el conjunto de la economía es mayor que en los menos 
desarrollados, y su productividad tiende a decrecer. Y, por últi-
mo, que una alta productividad puede también significar una 
baja calidad en la prestación de los servicios. 

8. Evaluación del rendimiento y cambio organizacional 

La control del desempeño o la evaluación del rendimiento 
no sólo es un instrumento técnico que permite mejorar la efi-
cacia de las organizaciones públicas, sino que su implantación 
puede proporcionar una información muy valiosa sobre qué es 
lo que la gente hace y cómo lo hace. Esto permitirá incidir so-
bre otros aspectos y mejorar tanto el diseño como la consisten-
cia de las organizaciones públicas. 

La DPO no sólo va a exigir ciertas condiciones para que su 
implantación no quede reservada a reducidos círculos de ex-
pertos o a las oficinas de planificación y métodos, sin conexión 
con el trabajo realmente llevado a cabo en las dependencias ad-
ministrativas, sino que puede ser ella misma un instrumento pa-
ra el cambio. 

Es cierto que, parafraseando a Rainey (1990, p. 171), las téc-
nicas de gestión pública son más una promesa que una pana-
cea. Los recientes desarrollos en esta materia arrojan más 
preguntas que soluciones, y las promesas no siempre están a la 
altura de las expectativas que han despertado. Pero progresar en 
el conocimiento de las organizaciones y en cómo pueden al-
canzar mejor sus propósitos no puede ser considerado, en nin-
gún caso, un propósito banal. 

Saber como mejoran las organizaciones y como alcanzan 
mejor sus objetivos está estrechamente enlazado con el tema del 
aprendizaje organizativo. La finalidad última de las innovacio-
nes (gerencia pública, evaluación de programas, etc.) es hacer 
más flexibles y más adaptadas las organizaciones públicas, hacerlas 
capaces de responder a las necesidades y las demandas de los 
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ciudadanos. Lograr integrar en las Administraciones públicas la 
capacidad para innovar. 

Pero si queremos que el aprendizaje organizativo sea algo 
concreto es preciso plantearse los términos para hacerla posible. 

La noción de aprendizaje organizacional, siguiendo a Bari y 
Glauser, (1993, 5), ha sido desarrollado en el campo de la eva-
luación de las políticas públicas ("learning evaluation") para 
responder a dos tipos distintos de dificultades sobre las que pue-
de aportar conocimientos relevantes: 

el déficit de la implementación (el programa no es puesto 
en práctica como se había previsto) 

el déficit teórico de la programación (el programa ha sido 
puesto en práctica como se había previsto pero no produce 
los efectos esperados) 
Evaluación e implementación aparecen como procesos in-

terconectados de aprendizaje y mutua adaptación (Browne y 
Wildavsky, 1983). 

El tema de la evaluación de políticas no es objeto de nues-
tro interés en este momento, pero la noción de aprendizaje or-
ganizacional debe ser retenido, a nuestro entender, en ciertos 
aspectos por su capacidad para llamar la atención sobre uno de 
los problemas con que habitualmente se enfrenta la implanta-
ción de nuevas orientaciones en las Administraciones Públicas. 

Como es bien sabido, la adhesión a una organización exige 
de los seres humanos ciertas conductas adaptativas que con el 
tiempo se traducen en hábitos mentales, que pueden persistir 
cuando las condiciones en que surgieron desaparecen o se de-
bilitan. Este es uno de los factores, incluído en la noción de cul-
tura administrativa, que puede llegar a contrarrestar cualquier 
esfuerzo de innovación. Con respecto a nuestra cultura admi-
nistrativa, el apego a los medios por encima de los fines o los 
objetivos puede llevar a instmmentalizar, en el mismo sentido, 
cualquier innovación en la gestión, desvitalizando su conteni-
do y haciendole irrelevante. 

A mayor abundamiento, si los resultados de los procesos 
puestos en práctica tardan en verse, que es en principio lo que ca-
be esperar, o no están a la altura de sus promesas, y estas suelen 
sobreacentuarse para vencer resistencias, puede producirse una 
reacción de repliegue que refuerce los valores trdicionales, y en-
tonces habrá pocas oportunidades para inducir una dinámica 
distinta. 

En otras palabras, la evaluación del rendimiento debe inser-
tarse en un.proceso que cambie la cultura administrativa en la di- 

REGAP 

28 



STUDIOS rección del aprendizaje organizativo. De este concepto nos interesa 
destacar aquella dimensión que enfatiza la modificación de las 
normas, creencias, objetivos, incluso las estmcturas imperantes 
y los procesos de acción, que en última instancia implican una 
reinterpretación de la situación, manifestada por una redefinición 
del entorno organizativo (vg. las visiones implícitas en la con-
sideración de los usuarios de los servicios como administrados, 
clientes, o ciudadanos). 

Por ello no debe darse por perdido el tiempo y el esfuerzo 
que sea necesario para que los funcionarios comprendan y ha-
gan suyas las nuevas orientaciones de la gestión pública. Traba-
jar sobre las actitudes es complejo y lento, pero más fructifero 
que sobre cuestiones más inmediatas y puntuales. 

9. La implantación organizativa de la evaluación del 
rendimiento 

Uno de los obstáculos a los que la alteración de un determi-
nado estado de cosas organizativo debe enfrentarse es el deri-
vado de la naturaleza política de toda intervención. 

Toda intervención organizativa es política por que pone en 
cuestión las correlaciones de fuerzas, las legitimidades y el papel 
que cada uno desemperia en la organización. A su vez, cualquier 
cambio abre oportunidades para unos, estrecha las de otros, y 
puede ser utilizado en más de una dirección. Por ello el proce-
so de implantación de la evaluación del rendimiento debe apo-
yarse en una estrategia que tome en cuenta, de manera muy 
concreta, las expectativas y las resistencias que puede movilizar. 

La evaluación del rendimiento puede ser percibida por al-
gunos como un elemento reductor de la autonomía, percepción 
tanto más fuerte cuanto mayor énfasis se ponga en el rendi-
miento individual. Pero si acabar con un concepto patrimonia-
lista de la función pública puede ser inscrito entre los éxitos de 
un programa, es conveniente no tener un concepto demasiado 
estrecho de los motivos que mueven el comportamiento hu-
mano, empobreciendo el aspecto más rentable y creativo de la 
productividad. 

En la misma línea habría que abordar el posible conflicto de 
intereses que un cambio puede excitar. Rehuir sistemáticamen-
te el conflicto solo es posible a un precio muy alto, la inmovili-
dad. Pero sería contraproducente no tomar en cuenta los intereses 
afectados dentro de una estrategia de implantación. 

Por último, no quisiera terminar estas reflexiones sin hacer no-
tar que la estructura relacional de los servicios públicos exige 
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también tener en cuenta la cultura de los potenciales usuarios, 
que condiciona sus formas de entrar en contacto con la Admi-
nistración y el tipo de demandas que esperan ver satisfechas. To-
dos estos aspectos al margen de condicionar la percepción que 
tienen los ciudadanos de las Instituciones públicas y del uso que 
se da a su contribución para mantenerlas, no son ajenos al com-
portamiento de los funcionarios y, por tanto, pueden suponer 
un apoyo o un obstáculo al proceso de innovación. 

Incluso sin llegar a afirmar, como han hecho Barzelay y O'Kean 
(1989, p. 67), que los controles sociales distintos de la autoridad 
y el dominio deben contemplarse como instrumentos básicos 
de gestión, sólo una concepción muy reduccionista, y desfasa-
da, de la gestión pública puede ignorar la importancia de los ele-
mentos extraorganizativos, especialmente en cuanto a los 
determinantes sociales del comportamiento organizativo. 

La evaluación del rendimiento no es sólo un tema de gestión 
interna de los servicios, de utilidad exclusiva para los gestores, téc-
nicos, y empleados públicos en general, sino que tiene que ver 
con el modo en que una sociedad determinadada concibe las 
tareas colectivas y la función de sus Instituciones. 

Desde un punto de vista técnico, la evaluación del rendi-
miento debe inscribirse en el esfuerzo de asignar más racional-
mente recursos escasos que serialábamos al comienzo de estas 
reflexiones como uno de los imperativos de las organizaciones 
públicas actuales. E 
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